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..'E1 PJeno cid. TribUllll1 CollS1ituciona1, campllCSlO por don
FJlIDciIco Tomú y Valiente, PJaiden"" doña GIoria.1Iepé Can·
lÓI1, don A!Je1 LatOl"R Sepm, don Francilco Rubio Uomne. don
Luis Diez·Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra,don
Fenuuldo Gan:ía-Mon y GonzáIa..Re¡ueraI. don Carlos de la Vep
Benayas, don E1IICnio DIaz Eimil, don Miauel Rcdri¡uez.Piñero Y
Bravo-Ferrer, don Jesús Leauina Villa Y<IOn Luis L6pez Guena,
Maaistrados, ba pronunciado

r. ¡ ~ 1 '

·EN NOMBREOEL REY
, .

SfNTENOA

En la cuéstión de incoDstitucionalidad núm. 1.232/1986, pro­
movida por el Pleno de este Tribunal Constitucional por supuesta
insconstttucionalidad del art:7, en cuanto im,POne penas privativas
de libertad, de la Ley 40/1979, de 10 de diClCJllbre•.de Conttoi de
Cambios. Han sido partes el Fiscal Geneial di!I Estado Yel Letrado
del Estado, este ú1timó en tepl'tSCntaci6n del Góbiemo, Y Ponente
el Ma¡istrado don Luis L6pez Guerra, quien expresa el parecer cid
Tribunal. . .

l. ANTECEDENTES

1. .El Pleno del Tribunal Constitucional. en el recurso de
amparo núm. 338/198~, di<t6 Sentencia de 11 de noviembre de
1986, estimando parcialmente el recurso interpllCstO en R!ación
con una Sentencia de la Audiencia Nacional que impuso una pena
privativa de libertad por la comisión de un delito monetario
previsto y penado en los arts. 6 Y 7 de la Ley 40/1979, de lO de
diciembre, de.R~men JUf!dico de Control~ Cambi.os. En el faDo
de la SentenC18 de este Tnbunal se dispoDla lo SIIUlCOte:

«l.0 Declarar la ~úIidadparcial .k las Sentencias de 2~ de
abril de 1983, de la Audiencia Ñacional, y de 21 de marzo de 198~,
de la Sala Sesunda del Tribunal Sup...mo, en cuanto imponen una
pena de 8/RSto mayor, con las llCCCS9rias de suspensión de todo
c:arso público, profesión u oficio, y cletec:bo de suli'a¡io. .

2.° Reconocer el detec:bo cid recurrente a·no ser onndenado a
·Pena de privación de libertad en aplicación de las disposiciones
contenidas en el an. 7.1, 2.°, de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre.

3.° Desestimar el recttrso en todo lo demás. .
. 4.° Levantar la suspensión que se acordó en su día, RSpecto de

la ejecución de las RSOluciones impu¡nadas. Y, en cumplimiento
de lo pRvisto en el arto ~~.2 de la LOTe, inlciese la colRSpon·
diente cuestión de iDconstituciODaJidad Publiquese en el "Boletín
Oficial cid Estado".»

2. De acuerdo con lo dispuesto en el citado faDo, el Pleno del
TribUJ!lll Constitucional, por Auto de 11 de noviembre de 1986,
acord6 plantear, confonne a lo previsto en el an. ~~.2 de la LOTe,
cuestión de inconstitucionalidad RSpecto al an. 7, de la Ley
40/1979, de 10 de diciembR, sobre~meo Juridico de Conttoi de
Cambios, en cuanto diebo pm:e¡>to, que impone penas privativas
de libertad, al fonnar parte de una Ley que no Rviste carácter de
Orsánica, podria in!riDJirIos ano. 11.1 y 81 de la Constitución
Española. Acordó i¡uaImente, para sustanciar la cuestión, dar
tras1ado de las actuaciones al Con¡reso de los DIputados Y al
Senado, por conduck> de sus PRsidentes, al Fiscal General del
Estado y al Gobierno, por conduClo del Ministerio de Justicia, para
que pudieran personarse y fonnular alepciones sobre'la cuestión
planteada, en el plazo común e imJll'OlTOll8bl< de quince dIas; así
como publicar la incoación de la cuestión en el «Boletin Oficial del
Estado» para seneral conocimiento.

3. El Fiscal General del Estado, en escrito de alepciones que
'luvo entrada en este Tribunal el dia 3 de diciembR de 1986,
manifiesta, tras una bRve exposición de los antecedentes cid caso,
que la cuesti6n propuesta podria conducir a un trúnite de
alepciones sin contenido, puesto que partiendo de la Sentencia
dietada en el rec:urso de amparo núm. 338/198~no queda mú que
solicitar se proclame la iDconstituciODalidad del an. 7 de la Ley
40/1979; sin embar¡o, continúa, no cabe olvidar el distinto
significado de los procesos de amparo y de los de especifico control
de constitucionaUdod De su distmto ámbito resulta el que en este
trámite de alesaciones se verifiquen una serie de sllle""",ias que
puedan mover, ,no a c:ambiaruna posición ya en lo sustancial
adoptada, pero sí a matizar los térmmos en que el tratamiento de
iDconstitucionalidad de la norma dubitada baya de producirse.

Procede el Fiscal General cid Estado a RCOrdar a\¡unas de las
·alepciones fonnuladas por el Ministerio Fiscal en el trúnite

conapondieote del recurso de amparo..Primeramente, Gue el
ano 17 de la C.E. «11epba basta el limite mismo en que el Juez
competente"a través del proceso a tal fin.leplmente establecido,
impone en Senteocia una pena que. componaba privación de
Iibenad». Por I.'que .. re&cre al JUim. 1 de tal articulo, su inciso
primero, que prevé que «toda persona tiene ileR<:bo a la libertad

. ya la seauridad». no se trata de una Dorma que orisiDe un detec:bo,
sino deI._ocimiento constitucional de un derecllo preexistente
~ .insito en el serbumano; en suma, de un don, en palabras de
TocqueviDe. Es UD derecbo que tiene >'ida por sí mismo, y por
conlllJliente, '00 tiene posibilidad de desarToIlo, elÚlCncia ésta
búica para'lueenueenjuqoel an. 81.1 de la c.E. La privación
de libertad unpuesta en Senteocia firme tiene su causa en ley

. anterior a la comisión del beebo objeto de condena, y ello se
eoman:a en el principio de ....'id..., es decir en el art. 2~ de la
C.E. Por eso se ba afirmado que la pranlia, en este caso, ..
......ntraria en el principio de I...!idad pena1, QmtpIemeotado por
la pranlia procesal J judicial (procedimiento f juez 1ep1). Tal es
la lin.. de evolucióa de nuestro cletec:bo posttlVO CODSIItucional
desde la Constituci6n de 1812; Y lo dispoesto en el núm. 4 del
propio art. 17 de la CE. confinna que la pretensión constitucional
se rdic:re al orden PRjndicial, antenot a la decisión que culmine la
....... También el inciso 2.° del art. 17.1 se proyecta en los
estadios ue prec:eden a la decisión judicial de condena, al referirse
a cloes~doen este artíeul..., Y a las normas que desarrollen
precisamente los SUpllCSlOl concretos en éloontem~. A similar
conclusión se ,lIqa también a l'8rt!r cid <UIáliSIS del an. ~de1
Convenio Europeo de 4 de DOVICDlbre de 19SO, Y del an. 9 del
Pacto ln_onal de Detec:hos Civiles y Políticos de 16 de
diciembre de 1966.

Por lo que atañe espedficamente al cuestionado art. 7 de la Ley
40/1979, efectivamente ni tall""""Pto ni la Ley en que se contiene
ostentan ranao de Ley Or¡ánica, J sin embargo fija sanciones de
privación de libertad, entR otras, RSpecto a una aml'lía sama de
conductas tipificadas en el an. 6 de la misma disposición. E1an. 7
no nfrece dada de COIlStÍtucionalidad J:ftpeC\0 al an. 2~.1 de la
C.E., como resulta de la Sentencia cid TribUllll1 Constitucional
~/1984; pero sí en relación con los arts. 17.1 Y81.1 de la C.E.• en
la interpretación dada por el TribUllll1, RSpeCto a la cual el Fiscal
General ya m.njfest.ó su disconformidad~ Es de advertir que
RSpecto a los delitos monetarios se advierte lDIll línea continuada
de preo<:IIpación por parte de los podeRS ¡>Úblícos, pruduc:iéndose
un tratamiento comun tanto de tipificaciÓD como de punición,
estableciéndose penas conjuntas de privaci6n de libertad Y multa
en las Leyes sobre la materia de 1978 Y 1979.

En elsupoesto de que el Tribunal declarara la inconstitucionali·
dad del art.. 7 de la Ley 40/1979 en cuanto impone una pena
privativa de ·libertad, vendrla eno a RSultar en que personas
condenadas por el mismo becbo y sancionadas de ronna igual se
verfan, unas exoneradas de la pena impuesta, y otras sometidas a
ella, si derivara de la Ley de 1938 o de Is Ley de 1983, desisualdad
que deveodrla por obra de la jurisdicción constitucional; aun
cuando ello, precisa el F'tseal Geoeral del Estado, poeda entenderse
necesario, como consecuencia de la inconstitucionalidad que even­
tualmente se declare. Pero, aiiade, no cabe olvidar los problemas
que puedan resultar de la aplicación en procesos penales de la
norma mú favorable, respecto a hcebos que cabalpn entR la
normativa anterior ala Le)' 40/1979 Y la posterior a ésta, aplicación
que puede Uevar collli¡o tncluso la anulación de la pena privativa
de libertad impuesta.

Continúa el Fiscal General manifestando que cabe I'lantearse
las cuestiones derivadas de la tupletoriedad del Código Penal
previstas por las Leyes de 1938, 1979 Y1983, así como de lit posible
.....viviscencia» de la Ley de 27 de noviembre de 1938; en este
último upecto, se pre¡unta si procederá entender, caso de declara­
ción de incollS1ituciODa1idad de un prec:epto de la Ley de 1979, si
se Rbabilita alRSpecto la Ley de 1938, o si, por el contrario, babria
de producirse un pronunciamiento especifico acerca de la disposi­
ción deroptoria de la Ley de 1979.

Seftala, finalmente, en su escrito de alepciones que la eventual
declaración de ínconstitucionalidad pennititá Rvisar procesos
fenccidos mediante Sentencia con fiIena de cosa juzpda en los que
se baya bec:bo aplicación de 1eyes inconstitucionales. Abara bien,
~en qué términos afectará la RSOlución del TribUllll1 a esas
sentencias? Pues al estarse en presencia de penas conjuntas, de
privación de libertad y multas, debe tenerse en cuenta que la
mtensidad de la segunda viene ordinariamente impuesta en aten­
ción a la pavedad de la pena privatiYll de libertad. La dilicuItad
-que el FIscal General del Estado ilustra acompañando un cuadro
de causas penales derivadas de la Ley 40/1979- llOdria obviarse
declarando la subsistencia de los p'reeeptos couconlantes de la Ley
de 1938 Ydefiriendo al Juez o Tnbunalla facultad de dietar nueva
Sentencia, o en último extRmo Rttotrayendo todas las causas
afectadas al trúnite de calificación por el Ministerio Fiscal. a los
solos efectos de solicitud de pena y cOlRspondiente defensa.



,4 Miércoles 31 diciembre 1986 BOE núm. 313. Suplemento

4. Por su pane, el Letrado del Estado. en escrito de alega¡:iones . manifestacionea de la libertad personal; Y que dentro de la
que tiene enlfllda en este Tribunal el 4 de diciembre de 1986, intelJlretación restrinsida del citado precepto, se ofrecen importan-
comienza manifestando que la' presente cuestión de inconatítuci... tes dificultades en el ámbito de las privacionea de libertad personal
nalidad se halla precedida de: una Sentencia estimatoria en· un: que no devienen de una condena por Sentenc~ asi como de otras
recurso de ampato, que se funda precisamente en·la inconatilacio- ~ de diatinla naturaleza que ¡Nedan arrastrar como efecto
nalidad de la Ley que abara se cuestiona. Ello resulta inevitable lDdireclO la privación de libertad perional. Por tQdo eDo, supliea se
c?nsecuencia .¡el an. 55.2 de ~ LOTC, que fuerza al Tribunal a ~ la conformidad a la Cónslitución de los preceptoS cuesti...
dIetar SentencII en el caso part1Cular SUSCttado en el amparo, con' nados.···· ",..', ;,' )r. . ','
el riesgo de dejar ptejuzpda la resolución ¡enera! propia de la: S< Por providenoci& de 11 de diciembre último, se acordó
cuestión. Por tanto, la postura de parte propia del Letrado del señalar 'e1, día 16 de tliciettttire si¡liiente, para deliberación y
Estado.n es!< trámite supondrla manifiestam<nte la contradicción votación de la presente Sentencia. ,', " ~ . ,
d. alguno de los razonamientos contenidos en la Sentencia previa , ','''o' . ,
dictada por este Tnbunal.· .". , IL FUNDAMENTOS JURlDICOS

La materia normativa objeto de la cuestión consiste realmente» : 1. En la SentencilJ de U de ncrviembre de 1986, dictada con
enlasponasprivativasdelibertadestablecldasenelart. 7de1aLey· ocasión del recurso de amparo núm. 338/1985, el Pleno de es!<
40/1979, en sus tres primeros apartados. Pot lo que se refiere a los' Tribunal acordó conceder oareiaImente el amparo que se solicitaba,
parámetros constilUCtonales a considerar, se centran en la presunta por estimar que la Ley aplicada, en las Sentencias frente a las que
infracción de los arts. 17 Y8U de la C.E. 0.1 arlo 17.1 de la c.a el recurso se dirigía (Sentencias de 25 de abril de 1983, de la
no se inftriria sin más la inconstitucionalidad de una pena de Audiencia Nacional, y de 21 de marzo de 1985, de la Sala SeP.mda
privación de libertad por ~misión de un delito monetario. Su del Tribunal Supremo)!es\ona el derecbo fw¡damental, recosido en
IDCOnstitucionalidad derivarla; ante lo previsto por· un segundo; el an. 17.1 de la. Constitución Espadola, a no, ser privado de
elemento normativo, el an. 81.1 de la C.E., de una'cuestión formal libertad más que en los casos y en la forma ~vistos por Ia.Ley.
de legalidad, cuando la prohibición encontrara su expresión norma" Considera el Tribunal que la norma aplicada, el' arl.7.1 de la Ley
tiva en una norma de insuficiente rango o carácter. Puede admitirse 40/1979, de lO de diciembre, de Ré¡imen Jurídico de Control de
que, si la.Constitución delega en las Leyes OrJá'!icas la· función de· Cambios, lesiona ese derecho fundamental en cuanto impone penas
imponer restricciones ala libertad, cualquier limitación que emane privativas de libertad, careciendo del carácter de Ley Ot¡ánica
de distinta fuente podrá ser ilegitima, stn 'que en tal caso proceda exi¡ido por la Co~lucióo, en razón a lo dispoesto por los arts.
preguntarse si el !"is'.?J_~1.pudiera .... asumido lícitamente por 17.1 y 8U de la nusrna. . .
la fuente normaUva ........ ., . . . , 2. Si bien el Tribunal, en .los fundamentos juridicos de Su

El problema del alcance de las Leyes Ot¡ánicas'conatíluye uno Sentencia, estima que la mencionada norma impliea una lesión del
de. los que más dificultades y dudas llan orisinado; y no {l\;lede derecbo fundamental señalado, e incurre por tanto en contradic-
reprocharse al1esislador, tras aIaunas vacilaciones, haber segwdo la ción con~ conatítuciona1es, Beva a cabo ese pronuncia-
opción menos comprometida y más segura de las~ Orgánicas miento (contenldo en el fundamento juridico 1.°) con ocasión. de
para la emisión de normas penales, ni tampoco cabe Inferir de ellq un recurso de ampato, planteado con referencia a una vulneración
ninguna consecuencia válidll. ar¡umenllL La preocupación que concreta e indivi(lwtljzada, de un derecho fundamental; por lo que
suscita la prosente cuestión estriba precisamente en el riesgo de su conocimiento sobre la disconformidad con la Conatítución de la
nuevas vacilaciones y dudas en tomo a un problema que parecía Ley aplicada~ necesariamente. 11I1 carácter, instrumen~
amortiguado, por la propia doctrina del Tribunal Constitucional, (como ya señalamos, al tratar de este tema, en nuestra Setenel8
en sus Sentencias 5/1981 y 611982. El problema se sitúa en 34/1981, de 10 de noviembre, fundamento juridico l.") y el
determinar, si las. normas que'estatuyen sanciones penales de r.ronunciamiento al respecto no puede producir los efectos ¡enero.
¡¡ovación de libertad deben resultar comprendidas en el ámbit<r de es previstos en el an. 38 de la· Ley Orgánica del Tribunal
las excepciones que de conformidad con el art. 81.1 de ,la C.E. Constitucional, que se restrillf"lr únicamente a las Sentencias
justifican e imponen la forma de Ley Orsánica.' . • recaídas en procedimientos de lnconstitucionalidad.

Realmente. prosigue el Letrado del Estado, la norma penal que El an. 55.2 de la LOTe, no obstante, prevé la posibilidad de que
estatuye una restricción a la .libertad· personal no «desarrolla» el Tribunal Constitucional declare, con los efectos ¡enerales a que
ningún derecbo fundamental' y el constituyente no pensó en se refiere el art. 38 citado, la inconatituclnnalidad de la norma cuya
compronder, al respecto, a las normas penal... La probibición de aplicación haya causado la lesión de un' derecho fundamental,
hacer algo y la sanción penal que ~oarta a su cumplimiento son cuando se haya estimado un recurso de amparo frente a tal lesión.
puras limitaciones al derecho fundamental de libertad personal, y Esta declaración de inconSlitucionalidad habrá de producirse
está. claro que no todos los limites impuestos. a estos derechos mediante nueva Sentencia. según el procedimiento previsto en el
precisan de Ley Orgánica..Precísamente es enes!< campo de los art. 37 Y concordanles de la LOTe. arliculos que regulan la
limites de los derechos fundamentales donde puede tener mejor tramitacIón de las cuestiones de inconstitucionalidad. o. lo di",
aplicación la colaboración internormativa de otras fuentes con las puesto en el an. 55.2 de la LOTC resulta, poes, que el objeto de la
Leyes Orgánicas. La Ley ,.Ot¡ánica, desarrol1aria directamente el cuestión de inconstitucionalidad al1l contemplado ha de ser precisa_
derecbo y ofrecerla una reaulación ¡eneral, pero los limites podrian mente. la norma cuya aplicación dio lusar al ampaJ'l>;"y su
encontrar· su sede en otras diversas fuentes juridicas. adecuación a las disposiCIOnes constilucionales que reconocen y

El derecho de libertad· y. seguridad personales debe entenderse proleaen derechos fundamentales susceptibles de ampato, que-
roferido ampliamente a la libertad corporal de movimientos. Son dando asi detenninadas tanto la norma cuya constitucionalidad se
muchos los preceptos que, ubicados en diversos sectores del cuestiona, como los parámetros conatilUcionales a tener en cuenta.
ordenamiento, comportan una coacción ¡¡sica sobro las personas, y . 3. En consecuencia, la cuestión planteada en nuestro Auto de
cuya regulación aetual no se contiene en Leyes orPnicas; regula- II de noviembre debe entenderse referida a la inconstitucionalidad
ción que dificilmente podría hacerse, regular y armónicamente, con del art. 7.1 de la Ley 4Ofl979, de lO de diciembre, en cuanto
ese carácter, pues previsiblemente sursiria de sucesivos procesos de impone sancionea de pnvación de libertad, por su presunta
inconstitucionalidad. Pero, por otra P'!ne, si se entendiera que la contradicción con lo disp'uesto en el an. 17.1 en relación con el
forma orsánica es exclusivamente exJ8ible respecto a los preceptos an. 81.1 de la ConstilUCtóo,' al no revestir el precepto.cuestionado
ponales que comporten ¡>ri.vaciót> de libertad, se corre el riesgo ,de canlcler de Ley Ordnica. Y la fundamentación de ese plantea-
signo contrarió, al dejar fuera de la tutela del an. 17.1 las malena5 miento, como resurta de lo expuesto en la Sentencia de 11 de
SItuadas fuera del ámbito de. las leyes .penales de carácter or¡ánico. nnviembre de 1986, radica en que al1l se apreciaba que el derecho

La extensión del derecho reconocido en el an. 17.1 de la c.E. a la libertad, ya no ser privado de ella más que en los casos y en
a la. privacioues de libertad anterio.... o posteriores a la Sentencia la forma prevtstos en la Ley; reconocido en el arlo 17.1 de la C.E.,
condenatoria, plantearla numerosas dudas y dificultades, aun se extendía alas privaciones de libertad impuestas por una condena
cuando se entendiera que la reserva or¡ánica afecta exclusivamente ponal; entendiendo este Tribunal que la fijación, mediante una
a las ponas privativas de libertad. Se presenta asi el interrogante de norma pena~ de IoS'CUOll Yla fOrma en que ... privación procede,
si habria de ••cluírse toda posibilidad de detenciones preventivas constituye, en cuanto detennina sus limiteS, un desarrollo del
o de medidas de prisión provisional en relación con los delitos derecho fundamental a la libertad, en el sentido del an. 81.1 de la
monetarios, someudos únicamente a sanciones pecuniarias, lo que C.E~ por lo que deberla asumir el carácter de Ley Ot¡ánica, que se
dificultarla su persecución. No puede desconocerse, sin embar¡o, y connguraba asi como una saranlia de ese derecbo. Y, al no ostentar
por otro lado, que el Tribunal ha reconocido. que queda fu.... del tal carácter la Ley 40/1979, de lO de diciembre, la imposición por
proceso lo roferente a sanciones de otro tipo, que el Tribunal ba su art. 7.1 de penas de privación. de libertad vu1nera lo dispuesto
concepruado (Sentencia 77/1983, fundamento Juridico 3.") como en los arts.l7.1 .y IS.I de la Constitución Espadola. Estos serian,
sanciones indirectas.de privación de libertad' si suponen una pues, los términos en que la cuestión quedó planteada, y. dentro de
amenaza en tal senlido. En conclusión, entiende el Letrado del los cuales el Tribunal debe resolver. . • . .
Estado que la exi¡encia de Ley Or¡ánica en este caso no deriva de 4. En sus escritos de alepciones. el Fiscal General del Estado
una interpretación literal del arto 8L I de la C.E.; que ofrece.e1 riesgo y el Letrado del EsUUlo. etídefensa de la conatitucionalidad de la
de d.iar fuera del an. 17.1 de la. Constitución a importantes norma cuestionada; procede¡ por. una pane, a efectuar diversas

•
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consideraciones sobre temas ya tratados y resueltos en la Sentencia
de 11 de noviembre; y. ademlis, en un seaundo orden araumentaJ,
aducen un conjunto de al....iones relativas a.los posibles efeetos
de una eventual declaración de inconstítucionalidad del BIt. 7.1 de
la Ley 40/1979. Yque aco....jarian. bjen evitar tal declaración. bien
llevar a cabo determinadas matizaciones en el &Ilo.

Por lo que,se refiere al primer &JUPO de cuestiones, ya tratadas
en la mencionada Sentencia, el Fis<:al General del Estado y el
Letrado del Estado se refieren a dos aspeclOS a considerar. 1) si el
derecho reconocido y prantizadp en el BIt. 17.1 de la c.E. se
extiende tambitn a la imposición de penas privativas de libertad'
Y 2) si las normas penalelpueden considerarse desarrollo de esé
derecho. .

A este respecto, y al haberse planteado estos temas en el debate
proeesal, es necesanP que nos remitamos a lo que se afinnó en la
mencionada Sentencia dictada con ocasión del reeuno de amparo
338/1985. Como al\lsedüo. el BIt.. 17.1 dela'Olnstitución, al ham
mención del derecho a la libertad Ya la ~dad, lo hace sin
limitar su alcance a situaciones anteriores a la condena penal, )', en
consecuencia. sin excluir nin¡una privación de libertad -antenor o
posterior a la Sentencia condenatoria- de la lleCesidad de que se
lleve a cabo con las prantias previstas 'en el mismo articulo y
apartado, que comportan que se rea1icen «en los easos y en la forma
previstos por la 1ey». (fundamento juñdico 4."). No cabe sino
reiterar. pues, a este respecto que,'pmto a las prantias eoncretas
recogidas en ese articulo COnstitDClOnal referidas a la detención
preventiva y a la prisión provisional. la prantla consistente en
exi¡ir que la privacIón de libertad se realiee «en los easos y formas
previstos por la leY". aparece como una prantla ...,mea, referida
tanto a tales casos, como a los supuestos de privación de libertad
en virtud.de. una condena penal. Y proseau[amos en la misma
SentenCIa indicando que esa prantla~ dCI derecho a la libertad,
se traducía, en virtud de las previsiones del BIt. 81.1 de la
Constitución, en la exi¡encia de que las normas penales que
previeran ~nciones de privación de h'bertad asumieran carácter de
Le¡ Oraánica. Pues. como se6aJjbarnos en el fundamento jurldico
5.• el desarrollo lqislat!vo de "!' dereeho proclamado en abstracto
en la ConslltuctÓn CXlIlSJ~te prectsamente en la deternlinación de su
alcance y limites en relación con ouos dereehos y con su ejercicio
por las demás 1letSOnas, tuyo respeto• ...,m el BIt. 10.1 de la c.E..
es uno. de los ~damenlOl del orden )ÑbIico Y de la poz socia\.
Pues bIen, no exJs\e en un ordenamiento jurfdico UD Hmite más
severo a la libertad que la privación de la libertad en si. El derecho
a la libertad del BIt. 17.1 es el derecho de todos a no ser privados
de la misma, salvo «en los easos y en la forma previstos en la Ley»:
en. u1l!' ley que, por el hecho de lijar las eondiciones de tal
pnV8Clón. es cIesarroIIo del derecho que osi se Hmila. En este
sentido. el Códi¡o Penal. y en seneral las normas penales, IOn
prantla y desarrollo del dereeho de libertad en el sentido del
BIt. 81.1 de la c.E.. en cuanto lijan y preciaan los supuestos en que
leaitimamente se puede privar a una persona de libertad. De ahí
que deban tener carácter de 0I¡ánicas. Por lo que procede con<:luir
que, al no tener tal carácter la norma cuestionada, vulnera lo
dispuesto en los arts. 17.1 Y 81.1 de la Constitución EspaóoIa.

S. En un sesundo orden de _entos, tanto el Fiscal
General del Estado como el Letrado del Estado. en su actuación en
el presente proeeso como defensores de la constitucionalidad de la
norma cuestionada, exponen UD conjunto de considenciones sobre
las eonsecuencias que pudieran derivarse de 1ID8 eventual deeIara­
ción de inconstitucionalidad de la misma,. Se6á1ll osi el Fiscal
General del Estado las dificultades'que se derivarian, tanto para
detenninar el derecho aplicable a las infracciones monetarias
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La Sala Sesunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria 1Iefut Cantón, Presidenta, y don An8eI Latorre Seaura.
don Jes~. Lesuina Villa Ydon Luis López Guem, Maaistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la si&uiente

SENTENCIA

En el recuroo de amparo núm. 680/1985, interpuesto por don
Rafael Ramos qar¡io. representado por el Procurador de los
Tribunales don Jesus Venlas<o Tri¡uero, ~o la dirección del
Letrado don Franciaco Garcia-Mon MaraAts, contra el Auto de la
Sala Primera de lo Ovil del Tribunal Supremo, de 4 de junio de
1985. que deeIaró no haber 1_ a la admisión del reeuno de

cometidas durante el periodo de visencia de la Ley en cuestión,
como para efectuar la revisión de las causas yá resueltas ~o la
misma Ley. Y el Letrado del Estado. l'Of su parte, indica que de
una Sentencia declaratoria de inconsutucionalidad podrian deri·
varse en el futuro problemas intefpre\8tivos. a la hora de determi­
nar si <liben medidas cautelares privativas de libertad en caso de
infracciones monetarias, así como para -precisar el alcance del
derecho a la libertad reconocido en el an 17.1 de la c.E. respecto
a materias atuadas fuera del· ámbito de las I~ penales.

Este col\Íunto de consideraciones, que reDejan bien fundadas
preocupaciones por los problemas que resultan de la complejidad
del sistema de fuentes de nuestro ordenamiento no puede. no
obstante. cambiar las conclusiones que resultan de los fundamentos
jurldicos anleriorel, respecto a la inconstitucional/dad del BIt. 7.1
de la Ley 40/1979; ya lIue se refieren a materias IObre las cuales este
Tribunal, no puede pronunciarse, bien porque corresponden en
exdusiva a otras instancias jurisdiecionales, 'bien porque quedan
fuera del ámbito del presente proeeIO. Por lo que atañe a la
1esa1idad aplicable en el supuesto de:1a inconstitUCIonalidad de la
norma que se cuestiona, su determinación corresponde sin duda a
los Jueces y Tribunales del orden penal que -entiendan de las
infracciones monetarias rometidas durante su vigencia. Y. respecto
a la revisión de los procesos fenecidos mediante Sentencia ron
fuerza de cosa juzaada en que se haya hecho aplicación de la Ley
que ahora se cuestiona, prevista por el BIt. 40.1 de la WTc.
corresponde tambitn resolver IObre la misma, a la vista de las
circunstancias de cada caso concreto, a lOs ó_ de la jurisdic­
ción penal, sin que quepa que este Tribunal se pronuncie sobre tal
materia, ni se exceda, en su &Ilo de los términos en que se ha
planteado la presente cuestión, que, como dijimos más arriba, se
iefiere únicamente a la conformidad de una norma concreta (el
BIt. 7.1 de la Ley 40/1979). en cuanto impone penas de privación
de libertad, con los artI. 17.1 Y 81.1 de la COnstitución. A una
conclusión similar conduce el análisis de los argumentos del
Letrado del Estado. cuyo rontenido queda fuera del marco de la
presente cuestión, sin que J,>I'oceda, por tanto, que el Tribunal se
pronuncie sobre ellos, limItándose su fallo a decidir sobre los
~inos concretos de la cuestión planteada.

FALLO

En atención a todo lo -expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Estimar la presente cuestión de inconstitucionalidad y, en
consecuencia:

Declarar inconstitucional y por tanto nulo el arI. 7.1 de la Ley
40/1979, de la de diciembre, en cuanto impone penas de privación
de libertad.

Publiquese esta Sentencia en el «IIoletin Oficial del Estad"".

Dada en Madrid a 16 de diciembre de 1986.-Firmado: Fran­
cisco Tomás y Valiente.-Gloria Besut Cantón.-An¡el Latorre
Segura.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Fernando García-Mon y González­
Resueral.-Carlos de la Veso Benayas.-Eusenio Díaz Eimil.-Misuel
RodrIsuez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Jesús Lesuina Villa.-Luis López
Guerra.-Rubrieado.

casación por infracción de Ley y doctrina lesaI interpuesto contra
la Sentencia de 7 de febrero de 1984, dictada por la Sala Tercera de
lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid. Ha comparecido el
Ministerio Fis<:al y ha sido Ponente el Magistrado don Jesús
Lesuina Villa, quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

l. El 17 de julio de 1985. el Procurador don Jesús Verdasco
Tri¡uero, en nombre de don Rafael Ramos Garijo. interpuoo
reeuno de amparo contra Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo. de 4 de junio de 1985. que deeIaró no haber lusar a la
admisión del reeuno de casación por infracción de Ley Y doctrina
lep1 interpuesto por el hoy demandante de amparo frente a
Sentencia cIietada el 7 de febrero de 1~84 por la Sala Tercera de lo
Ovil de la Audiencia Territorial de Madrid.

2. Se fundamentaba la demanda en los hechos que a continua­
ción se resumen: a) La Audiencia Territorial de Madrid, por su
citada Sentencia de 7 de febrero de 1984, desestimó el recuroo de


